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SINDICATO DE EMPLEADOS DEL

BANCO CENTRAL DE COSTA RICA

Estimados señores:

Asunto:
Se atiende gestión relacionada con varios aspectos de la política salarial del Banco Central de Costa Rica.

Nos referimos a su oficio Nro. SE-027-2004 del 28 de enero, recibido en esta Contraloría General el 3 de febrero, mediante el cual manifiesta que la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 5 de la  sesión Nro. 4949-98, celebrada el 1 de abril de 1998, dispuso definir para el Banco  y sus órganos desconcentrados, una política salarial interna, emitida al amparo de la autonomía en materia administrativa emanada de la Constitución Política, y en las atribuciones que la Ley Nro. 7558 le otorga a la Junta Directiva para dictar las políticas en materia de clasificación y valoración de puestos para la institución.

Señalan que a partir de ese acuerdo, el Banco Central inicia una serie de cambios fundamentales en materia de contratación y sobre todo en materia salarial, definiendo una serie de parámetros salariales, al margen de lo que dispone el Poder Ejecutivo para los trabajadores del Estado, lo que ha permitido que, desde entonces, se generen ajustes de salarios distintos a los definidos por el Gobierno de la República.

En criterio de esa organización sindical, de acuerdo con los términos de la resolución Nro. 2003-00496, emitida por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, de las nueve horas cuarenta minutos del diecisiete de setiembre del dos mil tres, en donde se rechaza el recurso interpuesto por un grupo de trabajadores del Banco Central, contra la resolución que revoca la sentencia de primera instancia, por medio de la cual se pretendía el reconocimiento del pago de un ajuste de salarios de 6.49%, supuestamente adeudado desde el año 1995, queda claro que “(...) los argumentos esgrimidos por la administración sobre las posibilidades del banco de definir su propia política salarial se han venido al suelo por carecer de fundamento jurídico”, ya que, señalan que la fijación de salarios del sector público es competencia absoluta e indelegable del Poder Ejecutivo, de manera tal que el Banco Central no puede separarse en materia salarial,  de lo establecido por dicho Poder, lo que implica que el tema de “salarios” no se encuentra cubierto por la autonomía administrativa.  

Hacen ver a su vez que si los entes autónomos se apartan de los lineamientos salariales que fija el Gobierno, se podrían tomar acuerdos en contra de los intereses y lineamientos del Estado para sus trabajadores, creándose situaciones de desigualdad y hasta discriminatorias en las otras entidades del Estado, todo lo cual riñe contra la política de salarios universal que debe regir en toda la Administración Pública, a la que hace alusión la resolución citada.

Indican además que la política salarial definida en el Banco Central conlleva a que no todos los funcionarios reciban ajustes salariales en forma regular, salvo aquellos que se encuentran ubicados en posiciones ejecutivas, y que “(...) pese a los intentos hechos por este sindicato en el sentido de lograr los ajustes salariales para paliar, al menos el costo de vida, la respuesta del (sic) la Administración siempre ha sido negativa justificada siempre en los lineamientos de la política salarial, con ello ... se impide la posibilidad de que los funcionarios puedan hacerle frente en forma regular e ininterrumpida a los deberes de subsistencia de su familia, derecho consagrado en el artículo 57 de la Constitución Política...”.

Con base en lo anterior, solicitan a esta Contraloría General lo siguiente:

1. Ordenar al Banco Central de Costa Rica que se sujete al ordenamiento jurídico vigente y que ajuste su política salarial a la emanada por el Gobierno de Costa Rica, ya que de lo contrario, todas las erogaciones presupuestarias que se hagan, serán ilegales.

2. Determinar las implicaciones legales y administrativas que han tenido los reiterados acuerdos de Junta Directiva del Banco Central, que ratifican una y otra vez una política salarial a todas luces ilegal.

3. Sentar las responsabilidades administrativas correspondientes sobre los funcionarios del Banco, quienes han hecho caso omiso a las resoluciones judiciales en detrimento de los intereses de los administrados.

SOBRE EL CONTENIDO DE LA RESOLUCIÓN Nro. 2003-00496:

Para una mayor comprensión de lo señalado por la Sala Segunda, procedemos de seguido a realizar una trascripción, en lo conducente, de dicho texto:

“CONSIDERANDO: 
(...)

III-. OTROS ASPECTOS ACERCA DEL INCREMENTO SALARIAL ACORDADO POR LA JUNTA DIRECTIVA DEL BANCO CENTRAL DE COSTA RICA  EN EL ARTÍCULO IV DE LA SESIÓN N° 4839-95 DEL 25 DE OCTUBRE DE 1995:   Mediante Decreto Ejecutivo N°16965, de 4 de abril de 1986, se creó la Comisión de Negociación Salarial del Sector Público, integrada por representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Ministerio de la Presidencia, Ministerio de Hacienda, Ministerio de Economía y Comercio, Banco Central de Costa Rica, Dirección General de Servicio Civil y de varias organizaciones sindicales, para atender la revisión de los salarios de los trabajadores de dicho sector.  Por otro lado, según el artículo primero de su Ley Orgánica (N° 7558 de 3 de noviembre de 1995), el Banco Central de Costa Rica es una institución autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propios, integrante del Sistema Bancario Nacional.  El inciso m) del artículo 28 de esa ley faculta a la Junta Directiva para dictar sus propias políticas en materia de clasificación y valoración de puestos. Por su parte, el inciso 4) del numeral 34 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional (N° 1644 de 26 de setiembre de 1953) le otorga competencia a la Junta Directiva del banco para crear las plazas y servicios indispensables para el debido funcionamiento de la institución y fijar las respectivas remuneraciones. Lo anterior implica que el ente demandado tiene la capacidad de darse su propio régimen salarial.  Fue en ejercicio de esa facultad legal que la Junta Directiva de la institución accionada acordó, para el segundo semestre de 1995, un aumento salarial igual al que se había dispuesto para el resto de los empleados públicos, por parte de la Comisión Negociadora de Salarios -el cual era vinculante, según se indicó en la propia resolución de la Comisión, únicamente para las instituciones autónomas sujetas a la Autoridad Presupuestaria, ámbito del cual quedó excluido el Banco Central a partir de la Ley de Modernización del Sistema Financiero de la República, N° 7107 de 4 de noviembre de 1988, cuyo artículo 6 derogó el inciso a) del ordinal 2 de la Ley de Creación de la Autoridad Presupuestaria (N° 6821 de 19 de octubre de 1982, recientemente derogada)-.   

(...) la intención de la Junta Directiva del Banco Central, al acordar el aumento salarial en disputa, fue adherirse, en un todo, a la política salarial establecida por el Gobierno para el resto del Sector Público.  Ese fue, precisamente, el motivo del acto, según se extrae de la lectura de la discusión que precedió el citado acuerdo (...)  Es decir, el incremento fijado no fue una mera ocurrencia de los integrantes de la Junta Directiva, sino que el acuerdo se adoptó con el explícito propósito de apegarse a los lineamientos del Gobierno de la República en esta materia.  Por consiguiente, si, por razones que no es del caso examinar aquí, no llegó a materializarse el aumento del 6.49% faltante para el resto de los empleados del Sector Público (hecho no controvertido), el Banco Central no tenía por qué aplicarlo a sus trabajadores (...)

IV-. SOBRE LOS AGRAVIOS EXPRESADOS POR EL RECURRENTE:   A) (...) se critica la interpretación que hizo el órgano de alzada del Voto N° 1822-01 de la Sala Constitucional, la que se estima violatoria de los artículos 188 de la Constitución Política, 1 y 28 inciso m) de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica y 6 de la Ley de Modernización del Sistema Financiero de la República.   El error consiste, según se explica, en que el Tribunal concluyó, con base en esa resolución, que la materia salarial se encuentra ‘per se’ excluida de la esfera de autonomía de las instituciones autónomas, sin tomar en cuenta que para ello se requiere de la existencia de una ley que en forma expresa le asigne esa competencia al Poder Ejecutivo, requisito que se echa de menos en el caso concreto; siendo que, por el contrario, existen normas que le atribuyen esa competencia a la Junta Directiva del Banco Central.  Como bien lo resolvió el Tribunal, el Banco Central, como institución autónoma que es, no tiene plena autonomía en materia salarial, por tratarse de materia de gobierno.  Sin embargo, vale la pena hacer ciertas aclaraciones.   Ya se dijo que la ley le otorga a la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica la competencia para fijar los salarios de sus servidores (inciso 4) del artículo 34 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional).  Sin embargo, para ello debe sujetarse a las directrices que al efecto dicte el Poder Ejecutivo, por las razones que a continuación se expondrán.  La Sala Constitucional, en el Voto N°1822 de las 15:46 horas del 7 de marzo del 2001 (que el impugnante considera mal interpretado), manifestó: 

‘De los antecedentes transcritos, se colige que al ser la materia salarial parte de la política de gobierno, corresponde entonces al Poder Ejecutivo adoptar con carácter vinculante las decisiones en ese campo del sector público centralizado, quedando las entidades autónomas sometidas a las directrices de carácter general que en materia de salarios dicte ese Poder de la República (...).  La fijación de la política salarial para el sector público, es una competencia constitucionalmente atribuida al Poder Ejecutivo, de manera que éste no puede delegarla vía Decreto en la Comisión Negociadora de Salarios del Sector Público, sin transgredir el artículo 140 inciso 7) de la Constitución Política’. 

Para comprender los verdaderos alcances de esa resolución debe hacerse referencia, en primer lugar, a las siguientes normas.  En primer lugar, el artículo 188 de la Constitución Política, que dice: ‘Las instituciones autónomas del Estado gozan de independencia administrativa y están sujetas a la ley en materia de gobierno. Sus directores responden por su gestión’.  Luego, el numeral 2 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional establece:  ‘Los bancos del Estado enumerados en el artículo anterior son instituciones autónomas de derecho público, con personería jurídica propia e independencia en materia de administración. Están sujetos a la ley en materia de gobierno y deben actuar en estrecha colaboración con el Poder Ejecutivo, coordinando sus esfuerzos y actividades (...)’.   Por otro lado, resulta fundamental transcribir los antecedentes dictados por esa otra Sala sobre la materia, dentro de los que cabe citar el Voto N° 3309 de las 15 horas del 5 de julio de 1994: 

‘La autonomía administrativa de las instituciones descentralizadas constituidas en el Título XIV de la Constitución, es una garantía frente al accionar del Poder Ejecutivo Central, más no frente a la ley en materia de Gobierno.

(...) las instituciones autónomas no gozan de una garantía de autonomía constitucional irrestricta, toda vez que la ley, aparte de definir su competencia, puede someterlas a directrices derivadas de políticas de desarrollo que ésta misma encomiende al Poder Ejecutivo Central, siempre que, desde luego, no se invada con ello ni la esfera de la autonomía administrativa propiamente dicha, ni la competencia de la misma Asamblea o de otros órganos constitucionales como la Contraloría General de la República.
(...) la reforma hizo constitucionalmente posible someter a las entidades autónomas en general a los criterios de planificación nacional y en particular, someterlas a las directrices de carácter general dictadas desde el Poder Ejecutivo central o de órganos de la Administración Central (llamados a complementar o a fiscalizar esa política general). Como parte de esos órganos políticos, fue establecida la Autoridad Presupuestaria, con el objeto de formular y ejecutar las directrices generales en materia de salarios, entre otras, emanadas del Poder Ejecutivo o de órganos de la administración central. Al trasladar la ley las funciones de administración del Ejecutivo central a la jurisdicción de las instituciones autónomas, ésta les reservó:  A) la iniciativa de su gestión; esto es, no puede el Ejecutivo central ordenarles directamente actuar. La directriz podría regular que si el ente actúa, lo haga en determinada dirección, pero no obligar al ente a hacerlo o impedir que actúe. B) La autonomía para ejecutar sus tareas y dar cumplimiento a obligaciones legales, entre las cuales debe ser incluido el cumplimiento de directrices legalmente adoptadas por el Poder Ejecutivo. En este sentido, como se dijo, no es posible autorizar al Ejecutivo ni a ninguna otra dependencia administrativa que obligue a las instituciones autónomas a actuar condicionadas de tal modo que, sin su autorización, no pueda llevar a cabo sus funciones. Este es el concepto que recoge la Ley General de la Administración Pública al establecer la facultad de dirección del Poder Ejecutivo, admitiendo la posibilidad de sustituir o destituir a los funcionarios de la entidad autónoma en caso de incumplimiento de las directrices, cuando éstas se hayan desobedecido reiteradamente y luego de 3 conminaciones. (artículo 98.5) De allí que establecer la autorización o aprobación previa al ejercicio de su actuación administrativa particular o específica es inconstitucional. C) Queda también definido bajo el concepto de autonomía, la fijación de fines, metas y tipos de medios para cumplirlas. En este sentido la dirección del Poder Ejecutivo debe fijar las condiciones generales de actuación que excedan del ámbito singular de actuación de cada institución. No puede el Ejecutivo girar directrices específicas sino a todas ellas o a conjuntos de ellas (verbigracia, a los bancos del Estado), o en áreas de acción generales (inversión o endeudamiento externo). Si, como se dijo este tipo de entidades operan protegidas del Ejecutivo en el campo administrativo en cuanto a órdenes, no pueden resistir el mandato del legislador.  La Asamblea Legislativa sí tiene competencia para imponer por ley limitaciones a estas instituciones. Este es el significado de la expresión constitucional ‘...y están sujetas a la ley en materia de Gobierno...’ (art. 188). Si la autonomía opera frente a la administración pública, ¿qué es lo que puede oponerse al ejecutivo? Dicho de otra manera, ¿que competencias no se pueden delegar en la Administración? El tema está claramente desarrollado en los artículos 26, 99, y 100 de la Ley General de Administración Pública que señalan la posibilidad de dictar directrices al ente autárquico, más no de crear mecanismos por medio de los cuales el cumplimiento ya no quede en manos de la propia institución, sino de la entidad fiscalizadora. En este supuesto se excluye la inspección a priori, y únicamente se admite la sanción por incumplimiento, de la que surge la responsabilidad ulterior de los funcionarios en cuestión. Opera aquí un símil con el sistema diseñado en materia de libertad de expresión, el que rechaza la censura previa, puesto que es esencial a la autonomía administrativa, que el ente pueda cumplir o incumplir las directrices por su cuenta, sin perjuicio de ser sancionados los personeros y de que los actos guarden su valor y eficacia.  Debe considerarse también que el régimen de autonomía administrativa concedido a las instituciones descentralizadas por el artículo 188 de la Constitución Política, no comprende el régimen del Servicio Civil, respecto del cual el legislador está facultado para definir las condiciones generales de trabajo que deben imperar en toda la administración pública. En este sentido, la política de salarios de Gobierno es parte integrante de la política de gobierno, que debe constituir un régimen estatal de empleo público uniforme y universal. Al respecto la Corte Plena actuando como Tribunal Constitucional había resuelto el punto con diáfana claridad en los siguientes términos: 

‘Las metas (típica ‘materia de gobierno’) que se fije el Estado en la remuneración de sus servidores constituyen toda una política salarial que tiene que ver no sólo con la retribución del esfuerzo de la persona individualmente considerada, sino también con sus consecuencias sobre los demás aspectos de la economía, ya que puede introducir factores de distorsión en lo económico debido a la intranquilidad social. Por ‘directriz’ debe entenderse el ‘conjunto de instrumentos o normas generales para la ejecución de alguna cosa’, o sea de pautas u orientaciones que sirven de marco conceptual para la toma de decisiones. De manera que lo relativo a la fijación de salarios como política general en el Sector Público no puede decirse que es materia principal, exclusiva o predominantemente ‘administrativa, sino más bien de ‘gobierno’, y en que la sujeción de un ente descentralizado a la ley no sólo es posible sino también necesaria y conveniente.’  (Corte Plena, sentencia del 16-6-84). 

 La razón por la que las instituciones descentralizadas no formaron parte de un régimen o ‘estatuto’ del servicio civil se debe aparte de las razones de índole política. El artículo transitorio del artículo 140 de la Constitución Política, refiriéndose al Estatuto, establecía que: 

...podrá disponer que sus normas se apliquen gradualmente a los diversos departamentos de la Administración Pública; en todo caso, dicha ley deberá proteger a la totalidad de los servidores públicos incluidos en el inciso segundo del artículo 140, a más tardar el ocho de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve... 

Con lo que se definió una primera etapa en la que la totalidad del Poder Ejecutivo Central formaría parte del régimen del Servicio Civil y paulatinamente serían incorporadas las demás dependencias, lo que no ocurrió. 

 Definida la política salarial como parte de la política de gobierno, es necesario reiterar que cuando el constituyente descentralizó el Poder Ejecutivo, procuró evitar las injerencias arbitrarias y antitécnicas en cuanto a la gestión de cada una de esas instituciones, definida por ley. Pero no optó el legislador constituyente por crear un régimen salarial o laboral segregado del Poder Ejecutivo central, pues no hay duda que el Título XV, Capítulo Unico de la Constitución Política tiene como antecedente inmediato, la práctica anterior de destituir masivamente a los funcionarios y empleados estatales con ocasión de cada cambio de gobierno. La antítesis de esta práctica, entonces es un sistema de servicio público estable, profesional, permanente, regido por un cuerpo normativo integrado y coherente, estableciéndose un régimen único de empleo para los servidores públicos que incluye a la totalidad de las instituciones del Estado, con la excepción hecha del artículo 156 de la Carta Magna en cuanto al Poder Judicial. Por ello, ni las potestades de gobierno que hoy ejerce el Poder Ejecutivo Central, ni las de administración que se reservaron a las entidades descentralizadas, pretendieron nunca dejar al libre albedrío de éstas últimas la política laboral y con ello constituir dos o muchos más regímenes de servicio público en detrimento de los funcionarios y empleados de la administración central (...)”  

Por último, en el Voto N° 3089 de las 15 horas del 12 de mayo de 1998 se señaló: 

‘Lo que se reprocha inconstitucional del inciso a) del artículo 1 de la Ley de Creación de la Autoridad Presupuestaria, es, concretamente, que ésta pueda formular directrices en lo que hace a los ‘salarios’ en el sector público, con detrimento de ‘una sana política de salarios’ (...) es menester concluir, respecto de este primer extremo, el legislador ha pretendido, en ejercicio de las atribuciones que le otorgó el poder constituyente originario, crear un régimen salarial público único, previendo, precisamente, los efectos que sobre las finanzas públicas y por ende, para el país en general, producen los desequilibrios derivados de las relaciones de servicio entre la Administración y los servidores públicos. Ello, entonces, hace plenamente justificable y constitucional el someter a criterios uniformes -a través de directrices- todo lo concerniente a la política salarial de la Administración Pública, que, por lo demás, es de fijación periódica para que el servidor público pueda hacerle frente, en forma regular e ininterrumpida, a los deberes de subsistencia de su familia (arts. 56 y 57 C.P.). En consecuencia, es constitucional que la Autoridad Presupuestaria, como órgano derivado del Poder Ejecutivo, dicte las directrices de la política salarial del Estado en ejercicio de sus funciones, con el propósito de proteger a dichos servidores y garantizar la eficiencia de la Administración Pública, las que debe proponer al Poder Ejecutivo, para que éste las imponga a toda la Administración Pública, entendida como la constituida por el Estado y los demás entes públicos (art. 1 LGAP), satisfaciendo, de esta manera, los mandatos constitucionales de los artículos 50, 56 y 62 de la Constitución Política y 22 de la Declaración Universidad de Derechos Humanos’. 

Ya en el considerando anterior se indicó que, por decisión del legislador, el Banco Central de Costa Rica no está sujeto a las directrices que emita la Autoridad Presupuestaria, que es el órgano encargado de fijar las políticas salariales para el sector descentralizado.  Pero, por otro lado, la Sala Constitucional, en los pronunciamientos transcritos, afirmó que la política salarial es parte de un "régimen estatal de empleo público uniforme y universal”.  Es decir, existe un principio constitucional según el cual debe existir una política salarial uniforme para toda la Administración Pública.    Sin embargo, la contradicción no es más que aparente, ya que la Autoridad Presupuestaria no tiene una competencia exclusiva y excluyente para la definición de la política salarial, sino que tan sólo es un órgano auxiliar de carácter técnico del Poder Ejecutivo, y, como tal, carece de un verdadero poder directivo.  Es, en definitiva, el Poder Ejecutivo quien ejerce la dirección política del Estado y de los demás entes públicos, por lo que le corresponde fijar la política salarial aplicable a los bancos estatales, por medio de directrices, las que, por su propia naturaleza, han de ser de corte genérico, de tal modo que no se lesione la autonomía administrativa de que gozan dichos entes, que incluso los faculta para fijar las remuneraciones de sus funcionarios.  Por ello, no puede afirmarse que en virtud del artículo 6 de la Ley de Modernización del Sistema Financiero de la República, los bancos estatales, y dentro de ellos el demandado, estén excluidos de cualquier política estatal en esta materia (en este sentido se pronunció la Procuraduría General de la República en el Dictamen N° C-130-95 del 7 de junio de 1995) (...).  

V-.   A la luz de lo que viene expuesto, debe rechazarse el recurso incoado; procediéndose, en consecuencia, a confirmar el fallo recurrido”. (Los destacados no pertenecen al original).

De lo señalado por la Sala Segunda, puede llegarse a las siguientes conclusiones:

1. El artículo primero  de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Nro. 7558, establece que el Banco es una institución autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propios, integrante del Sistema Bancario Nacional.

2. El inciso m) del artículo 28 de esa misma Ley faculta a la Junta Directiva para dictar sus propias políticas en materia de clasificación y valoración de puestos.

3. El inciso 4 del numeral 34 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional Nro. 1644, le otorga competencia a las Juntas Directivas de los bancos pertenecientes a dicho Sistema, para crear las plazas y servicios indispensables para el debido funcionamiento de la institución y fijar las respectivas remuneraciones.

4. Con base en la normativa anterior, señala la Sala Segunda que, “(...) el ente demandado tiene la capacidad de darse su propio régimen salarial” (Ver considerando III previamente transcrito).

5. Adicionalmente hace ver la referida Sala que el Banco Central de Costa Rica, como institución autónoma que es, no tiene plena autonomía en materia salarial, por ser parte de la materia de gobierno.  No obstante,  a su vez manifiesta que sobre este aspecto “(...) vale la pena hacer ciertas aclaraciones” (Ver considerando IV), las cuales pasamos a detallar en los siguientes puntos, en el mismo orden del Voto:

6. La ley le otorga al BCCR la competencia para fijar los salarios de sus servidores, sin embargo, para ello debe sujetarse a las directrices que al efecto dicte el Poder Ejecutivo, según lo señalado por la Sala Constitucional en el Voto Nro. 1822 de las 15:46 horas del 7 de marzo del 2001, en donde se que indicó, entre otros aspectos, que:  “(...)  al ser la materia salarial parte de la política de gobierno, corresponde  entonces al Poder Ejecutivo adoptar, con carácter vinculante las decisiones en ese campo del sector público centralizado, quedando las entidades autónomas sometidas a las directrices de carácter general que en materia de salarios dicte ese Poder de la  República”.

7. Se hace referencia al Voto de la Sala Constitucional Nro. 3309-94, que afirma que a partir de la reforma realizada al artículo 188 de la Constitución Política, es posible someter a las entidades autónomas a los criterios de planificación nacional, y en particular a las directrices de carácter general dictadas por el Poder Ejecutivo, siempre que no se invada con ello ni la esfera de la autonomía administrativa propiamente dicha, ni la competencia de la misma Asamblea Legislativa o de otros órganos constitucionales.

8. Como parte de los órganos políticos se crea la Autoridad Presupuestaria, con el objeto de formular y ejecutar las directrices generales en materia de salarios, entre otras, emanadas el Poder Ejecutivo o de órganos de la administración central, pero los bancos estatales, por decisión del legislador, no se encuentran sometidos a la Autoridad Presupuestaria

9. Al trasladar la ley las funciones de administración del Ejecutivo central a la jurisdicción de las instituciones autónomas, ésta les reservó: A) la iniciativa de su gestión: lo que implica que el Ejecutivo no puede ordenarles directamente actuar. La directriz podría regular que si el ente actúa, lo haga en determinada dirección, pero no obligar al ente a hacerlo o impedir que actúe. B) La autonomía para ejecutar sus tareas y dar cumplimiento a obligaciones legales, entre las cuales debe ser incluido el cumplimiento de directrices legalmente adoptadas por el Poder Ejecutivo. En este sentido, no es posible autorizar al Ejecutivo ni a ninguna otra dependencia administrativa que obligue a las instituciones autónomas a actuar condicionadas de tal modo que, sin su autorización, no pueda llevar a cabo sus funciones.

10. El régimen de autonomía administrativa concedido a las instituciones descentralizadas, no comprende el régimen del Servicio Civil, respecto del cual el legislador está facultado para definir las condiciones generales de trabajo que deben imperar en toda la Administración Pública.

11. En el Voto 3089, la Sala Constitucional hace énfasis en que en el momento en que el Constituyente descentralizó al Poder Ejecutivo, no optó por crear un régimen  salarial o laboral segregado del Poder Ejecutivo Central, por el contrario  “(...) el legislador ha pretendido, en ejercicio de las atribuciones que le otorgó el poder constituyente originario, crear un régimen salarial público único”,  y por ello es “(...) plenamente justificable y constitucional someter a criterios uniformes –a través de directrices- todo lo concerniente a la política salarial de la Administración Pública ... en consecuencia es constitucional que la Autoridad Presupuestaria, como órgano derivado del Poder Ejecutivo, dicte las directrices de la política salarial del Estado en ejercicio de sus funciones, con el propósito de proteger a dichos servidores y garantizar la eficiencia de la Administración Pública, entendida ésta como la constituida por el Estado y todos los demás entes públicos”.

12. A pesar de lo manifestado hasta aquí, señala la Sala Segunda que, por un lado, la Autoridad Presupuestaria no tiene injerencia en los bancos estatales y por otro la Sala Constitucional afirmó que la política salarial es parte de “régimen estatal de empleo público uniforme y universal”, o sea, existe un principio constitucional según el cual debe existir una política salarial uniforme para toda la Administración Pública, pero que, la contracción no es más que aparente, debido a que la Autoridad Presupuestaria no tiene competencia exclusiva y excluyente para la definición de la política salarial, sino que es tan sólo un órgano auxiliar de carácter técnico del Poder Ejecutivo que carece de un verdadero poder político, siendo en definitiva el Poder Ejecutivo, quien ejerce la dirección política del Estado y de los demás entes públicos, correspondiéndole por tanto, fijar la política salarial aplicable a los bancos estatales, por medio de directrices, las que, como ya se dijo, deben ser de corte genérico, de  modo tal que no se lesione la autonomía administrativa de que gozan dichos entes, en virtud de que, incluso recalca la Sala, están facultados para fijar las remuneraciones de sus funcionarios.

CONCLUSIÓN:

Con base en las consideraciones precedentes de la Sala Segunda, que a su vez recurre a votos de la Sala Constitucional, se desprende que la intención del Constituyente fue establecer un régimen salarial único y uniforme para toda la Administración Pública, sin embargo, tratándose de entidades autónomas, como lo es el Banco Central de Costa Rica,  de acuerdo con los artículos 28 (inciso m) de la Ley Nro. 7558 y 34 (inciso 4) de la Ley Nro. 1644, la Junta Directiva  tiene plena potestad para dictar sus propias políticas en materia de clasificación y valoración de puestos, para crear las plazas y servicios indispensables para el debido funcionamiento de la institución, y para  fijar a su vez las respectivas remuneraciones, por lo tanto, utilizando las mismas palabras de la Sala Segunda, dicha entidad bancaria.”(...) tiene la capacidad de darse su propio régimen salarial”, lo que implica que no se encuentra obligado a ajustar su política salarial a la emanada por el Gobierno de Costa Rica, salvo que así lo disponga su Junta Directiva, en ejercicio de su facultad legal.

También resulta igualmente claro que el Banco Central no tiene plena autonomía en materia salarial, por tratarse ésta de materia de gobierno, correspondiéndole por tanto al Poder Ejecutivo fijar la política salarial aplicable al Banco, poder que asume por medio de la emisión de directrices generales, siempre y cuando no lesione la autonomía administrativa de que goza dicho ente.

En ese sentido cabe señalar que el Poder Ejecutivo emitió la directriz Nro. 25-97, publicada en La Gaceta del 23 de abril de 1997, disponiendo que los bancos fijarán sus salarios con base en “(...) criterios de razonabilidad, eficiencia e igualdad que garanticen el fiel cumplimiento de los objetivos de estas instituciones”, directriz que a la fecha se encuentra vigente.  En consecuencia, la forma en como el Banco Central de Costa Rica pacte su salario, al amparo de los límites establecidos en dicha directriz, está dentro de las facultades administrativas que le son propias. 

Quien puede imponer por ley limitaciones a estas instituciones, lo es la Asamblea Legislativa, de acuerdo con el artículo 188 de la Constitución Política, según así lo ha interpretado la Sala Constitucional en el Voto Nro. 3309-94 (entre otros).

En virtud de todo lo expuesto, esta oficina se encuentra imposibilitada de acceder a las peticiones planteadas en su solicitud.

Atentamente,

MBA. Luis Fernando Campos Montes

       Licda. Lorena Agüero Salazar

Gerente de Área
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